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A fs. 94/120 vta., el Estado Nacional promueve acción 

declarativa de inconstitucionalidad contra la Municipalidad de 

San Carlos de Bariloche y la Provincia de Río Negro, a fin de 

obtener la declaración de inconsti tucionalidad del a:n:. 362 de 

la ordenanza fiscal 2809-CM-16- del municipio demandado, por la 

que se crea la denominada "ecotasa", la que, según afirma, 

resulta violatoria de lo establecido en los arts. 16, 17, 31, 75 

inc. 2 Y ces. de la Constitución Nacional, en la ley de 

coparticipación federal de impuestos, en la ley provincial 2226 

y en la ley de impuesto al valor agregado, así como de las 

obligaciones que la provincia asumió por si y en nombre de la 

municipalidad al momento de adherirse al régimen de la ley 

23.548. Asimismo, requiere que se condene a ambos demandados al 

cese ele su aplicación y cobro, bajo apercibimiento de restringir 

la redistribución de fondos coparticipables. 

Afirma q~e el tributo ep cuestión: 

a) es exigido por el municipio a los turist.as que 

perr,octen en la Ciudad de San· Carlos de Bariloche púr la 

prestación de V'supuestos servicios turisticos y de 

infraestructura turistlca, directos e indirectos, y de ot.ros 

potenciales, que cor~esponderían a la conservación patrimonial, 

mejoramiento y protección de sitios y paseos ~1J.rísticos" (la 

bastardilla obra en el texto original., v. fs. 94 vta.) -del 

cual son agentes de recaudación los estáblecimientos hoteleros-, 

y 
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b) es, en realidad, un impuesto encubierto ya que, 

más allá de que el municipio la denomine '\\ecotasa", no cumple el 

requisi to exigido por la doctrina y jurisprudencia de V. E. 

para que qUede configurada de manera constitucionalmente válida 

la especie tributaria tasa, es decir: la efectiva e 

individualizada prestación de un servicio al contribuyente. 

Recuerda que en virtud de lo es":ablecido en la ley 

23.548 (de coparticipación de impuestos nacionales) las 

provincias, por un lado, asumen la obligación de distribuir 

parte de los fondos que reciben de rec2'2dación de los impuestos 

nacionales eoparticipados con sus :nu::.ic.i_pios -arto 9°, ine. g­

y, por el otro, asumen por sí y por ~us municipios, la de no 

establecer· tributos análogos a los nacionales coparticipados 

excepto que se trate de tasas retributivas de servicios 

efecti vamer: te prestados (v. art. 9 o, i.tJ.c. b). 

De ello concluye que: en tanto la ecotasa no 

cumple con el requisito precedentemente enunciado, resulta 

análoga al impuesto al valor agregado (IVA) que grava a nivel 

nacional la prestación de servicios hoteleros, por lo que se 

genera un caso ilegítimo de doble imposición; b) la conducta de 

la provincla y de la municipalidad, al no cumplir con los 

compromisos asumidos -que derivan de su adhesión al régimen de 

coparticipación y de la suscripción de los pactos fiscales-, 

pone en juego el federalismo de concertación y la supremacía 

legal que debe regir y de la cual el Estado Nacional es veedor; 

c) la imp:ementación del tribm:o c.uya declaración de 

inconstitucionalidad persigue afecta de manera ostensible el 

régimen de coparticipación federal de impuestos, cuya 
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preservación corresponde no sólo a las provincias siClo también 

al Estado Nacional como garante de su aplicación. 

Asimismo, solicita el dictado de una medida cautelar 

por la que, hasta que V. E. dicte sentencia defini ti va en esta 

causa, se ordene a la provincia y a la municipalidad demandadas 

la suspensión de la aplicación del art. 362 de la ordenanza 

fiscal 2809-CM-16, asi como de cualquier acto administrativo 

dictado en su consecuencia, lo que considera "vital para evitar 

que gravámenes similares a la cuestionada ecotasa sean 

establecidos por diferentes municipalidades, en franca violación 

a compromisos asumidos y principios constitucionales básicos". 

Finalmente, pide que se declare la cuestión como de 

puro derecho 

A fs. 121, se da vista, por la competencia, a esta 

Procuración GeCleral. 

-II-

A mi modo de ver, en atención a la naturaleza de las 

partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite 

corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione 

personae. 

En efecto, toda vez que el Estado Nacional -con 

derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de 

la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Rio Negro -a quien 

le concierne la competencia originaria de la Corte, de 

conformidad con el arto 117 de la Constitución Nacional-

entiendo que la única forma de conciliar ambas prerrogativas 

jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia 

originaria (Fallos: 320:2567; 322:20383; 324:2859 330:3777 y 
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sentencias recaídas en las causas CSJ 1039/2008 (44-13)/CS1, CSJ 

1133/2008 (44-S), CSJ 191/2009 (45-S) es:; entre muchos otros) 

Cierto es que la demanda S8 dir~g8 también contra la 

Municlpalidad de San Carlos de Ba:-iloch8, quien no resulta 

aforada a los estrados de esa Corte, pero n.o menos cierto es que 

se da e::l este caso un supuesto de li tisconsorcio pasi vo 

necesario en los términos del,art. 89 del Código Procesal Civil 

y Comercial de la Nación, ya que si bien lo que se ataca es una 

ordenanza dictada por el m~nicipio, ambas codemandadas son 

responsables de la violación', en tanto la provincia ha sido 

quien adhi::ió, por sí y en nombre de sus entes municipales, ·al 

:-égime!l fede:-al de impuestos insti tuó.dD por la ley 23.548, cuya 

tra!lsgresión aquí se plantea. 

PO! ello, en vírtud de ~o expuesto, opíno que la 

causa ,jebe tramitar ante los estrados del Tribunal. 

Buenos Aires, 8 de noviembre de 2017. 

ES COPIA lAURP. M. MONTI 




